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NOTA

Este documento constituye una versión resumida del documento "LA COOPERACION JURIDICA Y JUDICIAL EN LAS AMERICAS" preparado por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, Octubre de 1997.


PRESENTACION


La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos pone a disposición de la comunidad interamericana el presente documento preparado por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, que contiene un comentario sobre  las principales normas relativas a la cooperación jurídica y judicial adoptadas en el marco de la OEA.

Como se encuentra  señalado en la carta constitutiva de la OEA y reafirmado en la “Declaración de  Panamá sobre la contribución interamericana al desarrollo y la codificación del derecho internacional” (Res. AG-EC.12, XXVI-0-96), el derecho internacional es norma de conducta de los Estados en sus relaciones recíprocas y en esa medida los tratados adoptados en el ámbito de la Organización constituyen un valioso patrimonio que es necesario preservar, desarrollar  y difundir  ampliamente. 

En ese sentido, el aporte de este documento está constituído por  la información sobre el contenido y estado actual de suscripciones, ratificaciones y vigencia de los tratados interamericanos en lo referido a la cooperación jurídica y judicial, que debe cumplir un papel fundamental para alcanzar una efectiva operatividad de las normas  y una garantía para avanzar en la obtención de los objetivos comunes acordados por los Estados miembros.

El Secretario General,  Doctor César Gaviria, ha expresado en numerosas oportunidades que la OEA tiene la ventaja comparativa de constituir el foro natural para que los Estados miembros y sus autoridades nacionales, en igualdad de condiciones, puedan negociar, definir, modificar y reforzar las normas destinadas a regular las relaciones inteamericanas y a profundizar la cooperación entre nuestros países.

Es por ello que, con éste documento, esperamos hacer una contribución que pueda facilitar a las autoridades nacionales competentes, evaluar el estado actual de las normas interamericanas existentes en materia de cooperación jurídica y judicial, a fin de determinar si ellas se adaptan a las nuevas realidades y desafíos que enfrenta el continente, contribuyendo a fortalecer los medios para su conocimiento y difusión tanto a nivel interno como internacional.  También se espera contribuir a  a la identificación de aquéllas areas donde se requiere crear nuevas disposiciones  y mecanismos específicos de cooperación en función de los nuevos desafíos y los  requerimientos de una moderna, confiable  y eficiente administración de justicia en  las Américas.


CAPITULO PRIMERO

LA COOPERACIÓN JURÍDICA Y JUDICIAL EN LAS AMÉRICAS:  Consideraciones generales


Los cambios ocurridos en el entorno internacional en los últimos años, en particular derivados del fin de la guerra fría y de la confrontación este-oeste, la desaparición del autoritarismo en América Latina, el resurgimiento y el continuo fortalecimiento de los regímenes democráticos en las Américas y el incremento del intercambio comercial y de los flujos financieros internacionales, han puesto de manifiesto que el desarrollo del derecho y la cooperación jurídica y judicial constituyen elementos necesarios para coadyudar a la integración y diferentes otros objetivos comunes que acuerden emprender los paises americanos.


La interdependencia que ha surgido entre los países, en particular como resultado de la creciente integración económica de los Estados, la necesidad de preservar un medio ambiente común y de promover el desarrollo sostenible de los pueblos, el progreso de las telecomunicaciones, de la ciencia y de la tecnología, los desplazamientos migratorios, la lucha conjunta contra el narcotráfico, la corrupción, el terrorismo, el tráfico de armas y el crimen organizado, han creado las condiciones necesarias para que exista una mayor coordinación entre los propósitos, políticas y acciones de los Estados.


Esta interdependencia y conjunción de intereses y preocupaciones individuales y universales que manifiestan los países, generan nuevos espacios para la acción común  entre ellos y aunque también para el surgimiento de potenciales conflictos, todo lo cual demanda una mayor profundización y desarrollo del derecho en las Américas y de una cooperación más amplia, eficiente y sólida entre los Estados.  


El nuevo contexto hemisférico y mundial ha permitido reconocer que es necesario, ahora más que en el pasado, la creación y perfeccionamiento de instrumentos jurídicos que promuevan acciones que de una manera armónica y coherente contribuyan al desarrollo integral de nuestros pueblos.


Teniendo en cuenta su importancia y la necesidad de poner al día el trabajo de la OEA en este campo, desde hace varios años la Organización emprendió un serio y profundo proceso de modernización del contenido, alcance y modalidades de la cooperación.


El Protocolo de Washington de reformas a la Carta de la OEA, adoptado en 1992, reafirmó que la cooperación es uno de los propósitos esenciales del interamericanismo y el Protocolo de Managua, aprobado en 1993, redefinió la misión de la Organización en este campo y estableció el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) como órgano destinado a articular "las políticas, los programas y las medidas de acción en materia de cooperación para el desarrollo integral".

 
En la Cumbre de las Américas, realizada en Miami a fines de 1994, los Jefes de Estado y de Gobierno definieron las prioridades para la acción colectiva en los próximos años y le asignaron a la OEA un papel preponderante en el desarrollo de la agenda adoptada por ellos a través de una Declaración de Principios y un Plan de Acción.  Por su parte, la Asamblea General de 1995, a través de la Declaración de Montrouis, "Una Nueva Visión de la OEA", puso de relieve los temas en relación con los cuales la Cumbre de Miami solicitó la participación nuestra Organización.


De igual forma y después de un amplio y detenido proceso de examen con base principalmente en las propuestas presentadas por el Secretario General y los Estdos miembros se reestructuró la Secretaría General, entre otras razones,  para  mejor cumplimiento y énfasis a sus responsabilidades en materia de cooperación.  Dentro de este contexto, se decidió reorganizar y concentrar en la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos el apoyo a los órganos en materia de desarrollo del derecho internacional, la promoción y ejecución de programas o acciones de cooperación jurídica a nivel hemisférico y la difusión de los temas jurídicos que se discuten en el marco de la Organización.


En el marco de la OEA se han discutido y adoptado sesenta y tres Convenciones interamericanas sobre numerosos temas como por ejemplo la protección de los derechos humanos, la regulación de instrumentos de pago, la adopción de menores, el arbitraje, asilo, extradición, el transporte de mercaderías, la solución de controversias entre Estados, el arbitraje comercial y la prevención de la violencia contra la mujer. Del total de convenciones adoptadas treinta corresponden a materias relacionadas con la cooperación jurídica y judicial.


Sin embargo, algunas de estas Convenciones no están en vigor en todo el Hemisferio pues aún no se ha completado el proceso de su ratificación de acuerdo con los ordenamientos jurídicos de cada país. 


Las razones que explican esta situación son muy variadas. No obstante, una vez adoptadas estas convenciones comienza un largo proceso del cual, muchas veces, la propia OEA se desentiende, desaprovechando así el enorme capital de conocimiento acumulado en las etapas de preparación, negociación y adopción de un determinado instrumento jurídico.


El perfeccionamiento del sistema jurídico interamericano a través del impulso a la ratificación de los instrumentos jurídicos que lo integran constituye, en consecuencia, tal vez el primero y más importante desafío en materia de cooperación jurídica de los países del Hemisferio.


La decisión de ratificar un determinado instrumento jurídico corresponde a cada Estado.  Sin embargo, los Gobiernos están en condiciones de promover la expresión de la voluntad política colectiva de avanzar en este propósito y la Secretaría de la OEA, por su parte, brindar asistencia a los países durante el proceso que va desde la firma hasta la ratificación de los acuerdos.


Con este fin, también cabría promover un proceso más sistemático de reflexión colectiva sobre temas tan importantes como la identificación de materias y áreas de cooperación jurídica y judicial que en el derecho interamericano requieran de un mayor desarrollo jurídico o actualización.  Así como la identificación de métodos y mecanismos que permitan a los países del hemisferio incorporar y aplicar de manera más efectiva y eficiente las disposiciones del sistema jurídico interamericano y que permitan su complemento y fortalecimiento frente a los diversos esquemas subregionales de integración que se han ido creando y consolidando en el Hemisferio.


El presente documento, es el resultado del trabajo conjunto de las diferentes áreas de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, y en él se presentan distintos aspectos que se estiman necesarios tomar en consideración para articular y potenciar un marco renovado y actualizado de cooperación interamericana en el campo jurídio y judicial.


El documento comprende también un comentario general de otras modalidades de cooperación jurídica y judicial.  Seguidamente se incluye una sistematización preliminar sobre los tratados interamericanos en materia de cooperación jurídica y judicial, la cual, a través de gráficos y cuadros comparativos, muestra las principales materias en las que se ha concentrado la codificación del derecho interamericano, su producción a través del tiempo, el estado de firmas y ratificaciones de los instrumentos jurídicos que componen ese sistema y su vigencia; y a manera de conclusión, se ha han incluido algunas sugerencias sobre el papel que podría tener la OEA en cumplimiento de los mandatos jurídicos de cooperación jurídica y judicial.


CAPITULO SEGUNDO

LAS NORMAS INTERAMERICANAS PARA LA COOPERACION JURIDICA Y JUDICIAL


Son numerosas las convenciones interamericanas en materia de cooperación judicial. Por ello, sólo es posible una somera descripción de sus principales características y contenido. Estas convenciones pueden agruparse en aquellas cuyo objeto principal es el establecimiento de mecanismos de cooperación judicial y aquellas que requieren de mecanismos de cooperación para su aplicación. En el primer grupo tenemos las convenciones en materia criminal como extradición, asistencia mutua y cumplimiento de condenas penales en el extranjero y las convenciones en materia procesal. En el segundo grupo tenemos las convenciones sobre menores, sobre terrorismo, sobre corrupción, sobre asilo y sobre tráfico ilícito de armas de fuego.


I.
Convenciones sobre Cooperación Judicial

1.- Convención Interamericana Sobre Extradición

Suscrita en Caracas, Venezuela el 25 de febrero de 1981


en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Extradición

Bajo esta convención, toda solicitud de extradición obliga a los Estados Partes a entregar, a otros Estados Partes, las personas requeridas judicialmente para procesarlas, así como a las procesadas, las declaradas culpables o las condenadas a cumplir una pena privativa de libertad.


El delito debe haber sido cometido en el territorio del Estado requiriente.  Si el delito ha sido cometido fuera del territorio requirente, el Estado deberá tener jurisdicción.  Además se requiere que el delito sea sancionado, en el momento de la infracción, con la pena de privación de libertad de dos años como mínimo, tanto en la legislación del Estado requirente como en la del Estado requerido.  Si la extradición se solicita para el cumplimiento de una sentencia de privación de libertad, la parte de la condena que aún reste por cumplir no debe ser menor de seis meses.

2.- Convención interamericana sobre asistencia mutua en materia penal 


Adoptada en Nassau, Bahamas, el 23 de mayo de 1992

Esta Convención establece disposiciones por las cuales los Estados Partes se comprometen a brindarse asistencia mutua en materia penal.  Tal asistencia se basará en solicitudes de cooperación entre las autoridades encargadas de la investigación o enjuiciamiento en el Estado requerido.  La asistencia puede incluir la notificación de resoluciones y sentencias, la toma de testimonios o declaraciones de personas o testigos citados; la inmovilización de activos; el embargo y secuestro de bienes; las inspecciones e incautaciones (confiscaciones); el examen de objetos y lugares; la exhibición de documentos jurídicos; la transmisión de documentos, reportes, informaciones y pruebas; el traslado de detenidos; y otros procedimientos.  La asistencia se prestará por todo hecho punible con pena de un año o más de prisión, referente a delitos cuyo conocimiento sea de competencia del Estado requirente  al momento de solicitarse la asistencia. 

3.- Protocolo facultativo relativo a la Convención interamericana sobre asistencia mutua en materia penal

Adoptado en Managua, Nicaragua, el 11 de junio de 1993

Por este protocolo, los Estados Partes no ejercerán el derecho estipulado en la Convención de Asistencia Mutua, que deniega la solicitud de asistencia cuando el acto especificado corresponde a un delito tributario.  Un Estado requerido no denegará la asistencia que requiera la adopción de las medidas a las que se refiere el artículo 5 de la Convención (embargo, secuestro de bienes, inspecciones e incuataciones), en el caso en que el acto especificado en la solicitud corresponda a un delito tributario de igual índole al tipificado en la legislación del Estado requerido.

4.- Convención interamericana para el cumplimiento de condenas penales en el extranjero
   
Adoptada en Managua, Nicaragua, el 9 de junio de 1993

El objetivo de esta Convención es el de permitir a la persona sentenciada a cumplir su condena en el Estado de su nacionalidad y fomentar así la más amplia cooperación entre los Estados Partes con respecto a la transferencia de personas sentenciadas.



La aplicación de la Convención está sujeta al respeto las siguientes condiciones: la sentencia debe ser firme y definitiva; la condena a cumplirse no debe ser la pena de muerte; el tiempo de la condena por cumplirse al momento de hacerse la solicitud debe ser de por lo menos seis meses; la persona sentenciada debe ser nacional del Estado receptor y otorgar expresamente su consentimiento al traslado; el hecho por el que la persona haya sido condenada debe configurar también delito en el Estado receptor y la aplicación de la sentencia no debe ser contraria al ordenamiento jurídico interno del Estado receptor.

5.- Convención interamericana sobre recepción de pruebas en el extranjero

Suscrita en Panamá, el 30 de enero de 1975


En la Primera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado

Esta Convención se aplica a los exhortos (o cartas rogatorias) emanados del procedimiento jurisdiccional en materia civil o comercial que tuvieren como objeto la recepción u obtención de pruebas o informes, dirigidos por las autoridades jurisdiccionales de uno de los Estados Partes a las de otro de ellos.  Sin embargo, éstos podrán, por vía de declaración, extender las normas de la Convención a la tramitación de exhortos o cartas rogatorias en materia criminal, laboral, contencioso-administrativa, juicios arbitrales u otras materias objeto de jurisdicción especial.


Los exhortos o cartas rogatorias podrán ser transmitidos por vía judicial, por intermedio de los funcionarios consulares o agentes diplomáticos o por la Autoridad Central designada.  Ellos deberán contener los elementos pertinentes para su cumplimiento.

6.- Protocolo adicional a la Convención interamericana sobre recepción de pruebas en el extranjero

Suscrito en La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984


En la Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado

Este protocolo exige que los exhortos o cartas rogatorias en que se solicite la obtención de pruebas se elaboren según el formulario A del Anexo de este instrumento, y estén acompañados de los documentos mencionados en la Convención original, y de un certificado de ejecución elaborado según el texto B del Anexo del Protocolo.  Los Estados Partes diligenciarán exhortos o cartas rogatorias, en los que se solicite la exhibición y transcripción de documentos, cuando se reúnan los requisitos específicos, a menos de haber declarado que se diligenciarán únicamente si en ellos se identifica la relación entre la prueba o la información solicitada y el proceso pendiente.

7.- Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias

Suscrita en Panamá, el 30 de enero de 1975


En la Primera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado

Esta Convención se aplica a los exhortos o cartas rogatorias expedidos en actuaciones y procesos en materia civil o comercial por los órganos jurisdiccionales de uno de los Estados Partes, y que tenga por objeto: a) la realización de actos procesales de mero trámite, tales como notificaciones, citaciones o emplazamientos en el extranjero o; b) la recepción u obtención de pruebas e informe.  No se aplicará a ningún exhorto o carta rogatoria referente a actos procesales distintos de los mencionados, especialmente los actos que impliquen ejecución coactiva.  Sin embargo, Los Estados Partes podrán declarar que extienden las normas de la Convención a la tramitación de exhortos o cartas rogatorias en materia criminal, laboral, contencioso-administrativa, juicios arbitrales u otras materias objeto de jurisdicción especial.

8.- Protocolo adicional a la Convención interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias

Suscrito en Montevideo, Uruguay el 8 de mayo de 1979


En la Segunda Conferencia Interamericana sobre Derecho internacional privado

Este protocolo se aplica a las actuaciones procesales enunciadas en la Convención, las cuales comprenden tanto la comunicación de actos o hechos de orden procesal como las solicitudes de información por órganos jurisdiccionales de un Estado Parte a los de otro, cuando dichas actuaciones son el objeto de un exhorto trasmitido por la Autoridad Central del Estado requirente o del Estado requerido.

9.- Convención interamericana sobre el régimen legal de poderes para ser utilizados en el extranjero

Suscrita en Panamá, el 30 de enero de 1975


En la Primera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado

Los poderes debidamente otorgados en uno de los Estados Partes en esta Convención serán válidos en cualquiera de los otros Estados Partes.  Las formalidades y solemnidades se sujetarán a las leyes del Estado donde se otorguen, a menos que el otorgante prefiera someterse a la ley del Estado en que hayan de ejercerse.  En todo caso, si la ley de este último Estado exigiere solemnidades esenciales para la validez del poder, regirá dicha ley.  Cuando en el Estado en que se otorga el poder la solemnidad especial es desconocida, bastará que se cumpla con lo dispuesto en la Convención.  Los requisitos de publicidad del poder se someten a la ley del Estado en que éste se ejerce. Los efectos y el ejercicio del poder se sujetan a la ley del Estado donde éste se ejerce. En todos los poderes el funcionario que los legaliza deberá certificar o dar fe sobre las informaciones requeridas por la Convención.

10.- Protocolo sobre la uniformidad del régimen legal de los poderes


Abierto a la firma en la Unión Panamericana el 17 de febrero de 1940



Este protocolo establece las reglas que deben ser observadas por los poderes destinados a obrar en el extranjero.  Tales poderes pueden tomar diversas formas: estos pueden ser establecidos al propio nombre de la persona natural; a nombre de un tercero, o a nombre de una persona jurídica.  La fe que diere el funcionario que autorice el poder no podrá ser destruida sino mediante prueba en contrario, producida por el que objetare su exactitud.  El ejercicio de actos de dominio respecto de actos de propiedad, poderes generales para administrar bienes, y poderes generales para pleitos, cobranzas o procedimientos administrativos o judiciales, debe respetar ciertas exigencias específico.  Los poderes otorgados serán válidos en cualquier otro país que se ajuste a las reglas formuladas en este protocolo, siempre que estuvieren además legalizados de conformidad con las reglas especiales sobre legalización.  Los poderes otorgados en país extranjero no requieren, como formalidad previa a su ejercicio, la de ser registrados o protocolizados en oficinas determinadas, sin perjuicio de que se practique el registro o la protocolización cuando así lo exija la ley como formalidad especial en determinados casos.  

11.- Convención interamericana sobre cumplimiento de medidas cautelares


Suscrita en Montevideo, Uruguay, el 8 de mayo de 1979


En la Segunda Conferencia Interamericana Especializada sobre Derecho 
Internacional Privado


Para los efectos de esta Convención, las autoridades jurisdiccionales de los Estados Partes darán cumplimiento a las medidas cautelares que, decretadas por jueces o tribunales de otro Estado Parte, tengan por objeto garantizar la seguridad de personas, tales como la custodia de hijos menores, o de bienes, tales como embargos, secuestros preventivos o inscripción de demanda.  Si bien la procedencia de la medida cautelar se decretará conforme a las leyes y por los jueces del lugar del proceso, su ejecución, así como la contracuatela o garantía, serán resueltas por los jueces del lugar donde se solicita su cumplimiento. 

12.- Convención interamericana sobre prueba e información acerca del derecho extranjero


Suscrita en Montevideo, Uruguay, el 8 de mayo de 1979


En la Segunda Conferencia Interamericana Especializada sobre Derecho 
Internacional Privado


Esta Convención tiene por objeto establecer normas sobre la cooperación internacional entre los Estados Partes para la obtención de elementos de prueba e información acerca del derecho de cada uno de ellos.  Las autoridades de cada uno de los Estados Partes proporcionarán a las autoridades de los demás que lo solicitaren, los elementos probatorios o informes sobre el texto, vigencia, sentido y alcance legal de su derecho.  Esta cooperación se prestará por cualquiera de los medios de prueba idóneos previstos, tanto por la ley del Estado requirente como por la del Estado requerido. 

13.- Convención interamericana sobre arbitraje comercial internacional


Suscrita en Panamá, el 30 de enero de 1975


En la Primera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado


Esta Convención establece el acuerdo de la Partes en virtud del cual se obligan a someter a decisión arbitral las diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido entre ellas con relación a un negocio de carácter mercantil.


Las sentencias o laudos arbitrales no impugnables según la ley o reglas procesales aplicables, tendrán fuerza de sentencia judicial ejecutoriada.  Su ejecución o reconocimiento podrá exigirse en la misma forma que la de las sentencias dictadas por los tribunales ordinarios nacionales o extranjeros, según las leyes procesales del país donde se ejecuten, y lo que establezcan al respecto los tratados internacionales. 

14.- Convención interamericana sobre eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales extranjeros


Suscrita en Montevideo, Uruguay, el 8 de mayo de 1979


En la Segunda Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado


La presente Convención se aplica a las sentencias judiciales y laudos arbitrales dictados en procesos civiles, comerciales o laborales, a menos que al momento de la ratificación alguno de éstos haga expresa reserva de limitarla o extenderla.  También ésta se aplica a laudos arbitrales en todo aquello que no está previsto en la Convención Interamericana sobre Arbritraje Comercial Internacional.  Estas sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros, tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las condiciones requeridas.

15.- Convención interamericana sobre competencia en la esfera internacional para la eficacia extraterritorial de las sentencias


Suscrita en La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984


En la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional 
Privado


Esta Convención señala las condiciones bajo las cuales se considerará cumplido el requisito de la competencia en la esfera internacional con el fin de obtener la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras.  Establece las reglas aplicables con respecto a las acciones personales de naturaleza patrimonial, las acciones reales sobre bienes muebles corporales, las acciones reales sobres bienes inmuebles, las acciones derivadas de contratos mercantiles celebrados en la esfera internacional, las contrademandas, y las acciones donde la competencia fue asumida con el objeto de evitar denegación de justicia. 

II.
Otras convenciones relevantes

1.- Convención interamericana sobre conflictos de leyes en materia de adopción de menores


Suscrita en La Paz, Bolivia, el 24 de mayo de 1984

En la Tercera Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado


Esta Convención establece las reglas que gobiernan las opciones legales que participan en la adopción, cuando el adoptante (o adoptantes) y el adoptado tienen su domicilio o residencia habitual en distintos Estados Partes.

2.- Convención interamericana sobre restitución internacional de menores


Suscrita en Montevideo, Uruguay, el 15 de julio de 1989

En la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado


El objetivo de esta Convención es el de asegurar la pronta restitución de menores (toda persona que no haya cumplido 16 años de edad), que tengan residencia habitual en uno de los Estados Partes y hayan sido trasladados ilegalmente desde cualquier Estado a un Estado Parte, o que habiendo sido trasladados legalmente hubieren sido retenidos ilegalmente.  Es también objeto de esta Convención, hacer respetar el ejercicio del derecho de visita y el de custodia o guardia por parte de sus titulares.

3.- Convención interamericana sobre obligaciones alimentarias


Suscrita en Montevideo, Uruguay, el 15 de julio de 1989

En la Cuarta Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado

Esta Convención tiene como objeto la determinación del derecho aplicable a las obligaciones alimentarias, así como a la competencia y a la cooperación procesal internacional, cuando el deudor de alimentos tenga su domicilio o residencia habitual en un Estado Parte diferente del acreedor.  La Convención se aplica a las obligaciones alimentarias respecto de menores por su calidad de tales (quienes no hayan cumplido la edad de dieciocho años) y a las que se deriven de las relaciones matrimoniales entre cónyuges o quienes hayan sido tales.  Los Estados podrán, por vía de declaración, restringir las obligaciones alimentarias respecto de menores o extender los beneficios de esta Convención a otros.

4.- Convención interamericana sobre tráfico internacional de menores


Suscrita en Ciudad de México, el 18 de marzo de 1994

En la Quinta Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado

El objeto de la presente Convención es la prevención y sanción del tráfico internacional de menores (todo ser humano cuya edad es inferior a dieciocho años), así como la regulación de los aspectos civiles y penales del mismo.  En tal sentido, los Estados Partes se obligan a instaurar un sistema de cooperación jurídica consagrado a tales objetivos.  A los efectos de esta Convención, las Autoridades Centrales, encargadas tanto de los aspectos penales como civiles, ocupan un lugar fundamental en la puesta en marcha de tales objetivos.

5.- Convención para prevenir y sancionar los actos de terrorismo configurados en delitos contra las personas y la extorsión conexa cuando estos tengan trascendencia internacional


Suscrita en Washington, el 2 de febrero de 1971

En el Tercer Período extraordinario de sesiones de la Asamblea General


El objeto de esta Convención es adoptar criterios generales de cooperación entre los Estados contratantes para prevenir y sancionar los actos de terrorismo y en especial el secuestro, el homicidio y otros atentados contra la vida y la integridad de las personas a quienes el Estado tiene el deber de extender protección conforme al derecho internacional, así como la extorsión conexa con estos delitos.  Las personas procesadas o sentenciadas por cualquiera de estos delitos estarán sujetas a extradición de acuerdo con las disposiciones de los tratados de extradición vigentes entre las partes o, en el caso de aquellos Estados que no condicionan la extradición a la existencia de un tratado, de acuerdo con sus propias leyes.  Cuando no proceda la extradición solicitada, el Estado requerido queda obligado a someter el caso al conocimiento de las autoridades competentes como si el hecho se hubiera cometido en su territorio, y la decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado requirente.

6.- Convención interamericana contra la corrupción 


Suscrita en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996


Esta Convención persigue dos grandes propósitos: por una parte, promover y fortalecer el desarrollo por cada uno de los Estados Partes de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, y por otra parte, promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio.


La Convención establece que los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia recíproca, de conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso a las solicitudes emanadas de las autoridades que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de los actos de corrupción descritos en la Convención, a los fines de la obtención de pruebas y la realización de otros actos necesarios para facilitar la investigación o juzgamiento de actos de corrupción.  Asimismo, los Estados Partes se comprometen a prestarse la más amplia cooperación técnica mutua sobre las formas y métodos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción.  Con tal propósito, propiciarán el intercambio de experiencias por medio de acuerdos y reuniones entre los órganos e instituciones competentes.

7.- Proyecto de Convención interamericana contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones explosivos y otros materiales relacionados


Suscrita en Washington D.C., el 14 de noviembre de 1997.

El objetivo de esta Convención es el de impedir, combatir y erradicar la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.  Los Estados Partes asimismo se obligan a intercambiar informaciones y experiencias en tales áreas asi como a  promover y facilitar la cooperación entre ellos. Según la Convención, los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia recíproca de conformidad con sus leyes y los tratados aplicables, dando curso a las solicitudes emanadas de las autoridades que, de acuerdo con su derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de las pruebas y la realización de otros  actos necesarios para facilitar los procesos y actuaciones referentes a su investigación o juzgamiento.  Ellos deberán cooperar en el rastreo de armas de fuego que pudieran haber sido traficadas ilícitamente, incluida la pronta respuesta frente a solicitudes de rastreo de armas.


En virtud de la Convención, los Estados Partes deberán identificar una entidad nacional o un punto único de contacto que actúe como enlace entre los Estados Parte para fines de cooperación e intercambio de información.  Asimismo, los Estados se prestarán la más amplia asistencia jurídica mutua, de conformidad con los tratados y leyes aplicables.

8.- Convención sobre asilo diplomático


Suscrita en Caracas, el 28 de marzo de 1954


En la Décima Conferencia Interamericana


Esta Convención establece reglas sobre el asilo otorgado en legaciones, navíos de guerra y campamentos o aeronaves militares, así como a personas perseguidas por motivos o delitos políticos. 

9.- Convención sobre asilo territorial


Suscrita en Caracas, el 28 de marzo de 1954


En la Décima Conferencia Interamericana

Esta Convención afirma el derecho de cada Estado de admitir dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el ejercicio de este derecho ningún otro Estado pueda hacer reclamo alguno.  La Convención establece reglas para los Estados que reciben a tales personas.


CAPITULO TERCERO
LAS NORMAS INTERAMERICANAS PARA LA COOPERACION JURIDICA Y JUDICIAL: Antecedentes que pueden servir de base para una reflexión colectiva
1.-Los tratados Interamericanos de cooperación jurídica y judicial y sus materias 


 A lo largo del proceso de codificación del derecho interamericano es posible identificar los temas a los que en materia de cooperación jurídica y judicial, los Estados miembros, mediante la aprobación de un creciente número de tratados, han otorgado una mayor trascendencia, desde el punto de vista cuantitativo, medido en los tratados adoptados en el marco de la OEA.


Los temas relacionados con la cooperación judicial se han aprobado el mayor número de tratados.  Estos representan el 54% del número total de tratados aprobado entre 1948 y 1997 en esta materia.


 En orden de importancia numérica los temas que han sido objeto de codificación en el sistema interamericano en dicha materia son los siguientes: cooperación judicial (54%), derechos humanos (20%), menores (13%), asilo (7%), corrupción (3%) y terrorismo (3%).

2.-Los tratados Interamericanos a través del tiempo 


La mayoría de los tratados interamericanos suscritos en el marco de la OEA en materia jurídica y judicial fueron aprobados entre 1979 y 1989. Durante ese periodo se aprobaron 18 de las 30 convenciones adoptadas en el marco de la OEA en materia jurídica y judicial.  En el período comprendido entre 1947 y 1971 únicamente se aprobaron 4 convenciones en esas materias. En el periodo comprendido entre 1990 y 1997 también se muestra una basta producción jurídica en este campo, durante el mismo fueron adoptadas 8 convenciones de ese mismo carácter.


El estudio realizado también revela que los años en los que se aprobaron la mayor cantidad de tratados interamericanos en materia jurídica y judicial coinciden con la realización de la Conferencias Interamericanas de Derecho Internacional (CIDIPs) celebradas en 1975, 1979, 1984, 1989 y 1994.  De los 30 Tratados interamericanos, en materia jurídica y judicial, adoptados en el marco de la OEA , 18 de ellos (60% ) fueron aprobados en las CIDIP(s), lo que  sugiere que las Conferencias interamericanas son un mecanismo eficaz en la codificación del derecho interamericano, cuyos resultados concretos se muestran claramente en el número e importancia de las convenciones aprobadas.  


Durante la década de los años 70 se firmaron la mayor cantidad de tratados interamericanos (36%), seguida en orden de importancia por la de los ochenta y  noventa (27% cada una), cincuenta (7%) y sesenta (3%). En los últimos nueve años, a excepción de 1991 y 1995, se han aprobado, en el marco de la OEA, al menos una convención anual en materia jurídica y judicial.  Durante la década de los años 70 la producción jurídica de la Organización en temas jurídicos y judiciales se ha concentrado en el área de la cooperación judicial. De las 11 convenciones interamericanas adoptadas entre 1971 y 1979 el 90% tienen relación con temas de cooperación judicial y 10% en materia de terrorismo.


Es posible identificar algunos períodos en los que la producción jurídica interamericana se ha concentrado en determinados temas:  


En 1954 las dos tratados suscritos se relacionan con el asilo;


En los años 1975 y 1979 los diez tratados aprobados regulan temas de cooperación judicial;


_
En 1984, dos de los tres tratados aprobados también regulan temas relacionados con la cooperación judicial;


_
Entre 1975 y 1984 se aprobaron 13 de 16 tratados adoptados en materia de cooperación judicial;


_
Entre 1985 y 1990 la producción jurídica se concentró en los temas de derechos humanos y menores, durante ese periodo se aprobaron 5 de los  6 tratados interamericanos que regulan aspectos relacionados con los derechos humanos y 2 de los 4 tratados relacionados con la  protección de menores; y


_
Entre 1990 y 1996 se aprobaron 3 de los 6 tratados interamericanos que regulan los derechos humanos, 1 de los 4 tratados relacionados con la protección de menores, 3 de los 16 tratados interamericanos que regulan la cooperación judicial y la Convención Interamericana contra la corrupción.

3.-Vigencia de los Tratados Interamericanos 

De los 30 tratados interamericanos que comprende este estudio, 4 aún no han entrado en vigencia.  Estos tratados corresponden a los siguientes:


_ Protocolo Facultativo Relativo a la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal  (6/11/93);


_ Convención interamericana sobre/ la Competencia en la Esfera Internacional  para la Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras (5/24/84);


_ Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero (6/9/93);


_ Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) (11/17/88).


Los tratados mencionados anteriormente se relacionan con las siguientes materias: cooperación judicial (materia penal y sentencias), derechos humanos  y menores.  


 También puede concluirse que el 27% de los tratados interamericanos que comprende este análisis han entrado en vigencia de 6 a 11 meses después de la fecha de su adopción; 34% han entrado en vigencia entre un año y siete meses a dos años y medio después de su adopción; 3% de los tratados interamericanos han entrado en vigencia después de 3 años de la fecha de su adopción; 8% de los tratados interamericanos han entrado en vigencia después de 4 años de la fecha de su adopción; y 6% de ellos después de 7 y 9 años después de esa fecha.


El tratado interamericano que ha entrado en vigencia en un período de tiempo menor es la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional (6 meses después de la fecha de adopción y el que más ha tardado en entrar en vigencia ha sido el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador)  ( 8 años, 10 meses después de la fecha de su adopción).


En este aspecto, cabe destacar que en los últimos años, de acuerdo con la costumbre, seguida después de la celebración de la Primera CIDIP en 1975, se ha flexibilizado el mecanismo de entrada en vigencia de los tratados interamericanos.  Mientras que en el pasado se requería un mínimo de once ratificaciones para que un tratado entrara en vigencia, después de 1975, como regla general, se requiere únicamente la ratificación de dos de los países signatarios del tratado.

4.-Estado global de las firmas y ratificaciones de los Tratados Interamericanos en materia de cooperación jurídica y judicial 

Los tratados interamericanos incluidos en este estudio cuentan con un total de 453  firmas y 272 ratificaciones.  Consecuentemente, la diferencia existente entre el número global de firmas y el de ratificaciones es de 40%.  


Como mencionamos en el párrafo anterior, actualmente existen, en la totalidad de tratados interamericanos 453 firmas.  Si todos los Países miembros firmaran cada uno de esos tratados el número global de firmas sería de mil veinte (1,020).  Correspondientemente, el número actual de ratificaciones es de 272.  Si todos los Estados miembros ratificaran esos tratados el número global de ratificaciones correspondería por tanto, a mil veinte. 


CAPITULO CUARTO
LAS AUTORIDADES CENTRALES: UN MECANISMO PARA LA COOPERACION JURIDICA Y JUDICIAL


La designación de Autoridades Centrales hecha por los Estados parte en las diferentes Convenciones Interamericanas se presenta como uno de los medios más eficaces y útiles para la cooperación jurídica y judicial entre los Estados miembros de la OEA. Su función principal es recibir exhortos o cartas rogatorias de otras Autoridades Centrales en otros Estados parte (Estados requirentes) y distribuirlas entre los órganos respectivos del Estado requerido para los fines específicos de cada Convención. La I Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado incluyó esta figura en dos de los tratados que adoptó y dicha práctica se ha mantenido a lo largo de las cinco Conferencias que hasta la fecha se han celebrado en esta materia. Sin embargo, este mecanismo se ha empleado no sólo en este campo, sino también en el de la cooperación directa entre los Estados miembros, en donde la figura de las Autoridades Centrales aparece como un elemento importante de la aplicación de un determinado tratado. Así, instrumentos jurídicos como la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, la Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero, y la Convención Interamericana contra la Corrupción, contemplan esta figura.


La Secretaría General de la OEA, al ser depositaria de los textos de las Convenciones Interamericanas así como de los instrumentos de ratificación a las mismas, también recibe información sobre la designación de las Autoridades Centrales para los fines previstos en dichos instrumentos jurídicos. El siguiente cuadro analiza las Convenciones que contemplan la posibilidad de designar Autoridades Centrales, describe sus funciones y el papel que éstas desempeñan en el campo de la cooperación jurídica y judicial y enumera los Estados parte que han designado dichas Autoridades Centrales y, en su caso, señala cuáles son efectivamente las mismas. 

PRIVATE 

Tratado

Funciones de la Autoridad Central

Designaciones

Convención Interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias


* Recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias a los efectos provistos en la Convención.

* Transmitir al órgano requerido exhortos o cartas rogatorias.


Chile: Ministerio de Relaciones Exteriores

Ecuador: Ministerio de Relaciones Exteriores -Asesoría: Técnico-Jurídica- Dirección General de Asuntos Legales

El Salvador: Corte Suprema de Justicia

España: Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia

Guatemala: Corte Suprema de Justicia

México: Secretaría de Relaciones Exteriores

Uruguay: Ministerio de Educación y Cultura "Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional"

Venezuela: Ministerio de Relaciones Exteriores

EE.UU: Departamento de Justicia

Brasil: Ministerio de Justicia

Protocolo adicional a la Convención Interamericana sobre exhortos o cartas rogatorias


* Recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias a los efectos previstos en el Protocolo.

* Transmitir un exhorto o carta rogatoria que reciba de la Autoridad Central de un Estado parte al órgano jurisdiccional competente para su diligenciamiento, conforme a la ley interna que sea aplicable.

* Recibir del órgano u órganos jurisdiccionales que lo hayan diligenciado, el exhorto o carta rogatoria junto con los documentos pertinentes.

* Certificar el cumplimiento del exhorto o carta rogatoria a la Autoridad Central del Estado parte requirente.

* Enviar la correspondiente documentación a la requirente para que ésta la remita junto con el exhorto o carta rogatoria al órgano jurisdiccional que haya librado éste último.
Ecuador: Asesoría Técnico-jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores

México: Secretaría de Relaciones Exteriores

Uruguay: Ministerio de Educación y Cultura, Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional

EE.UU.: Departamento de Justicia

Panamá: Ministerio de Relaciones Exteriores

Ecuador: Ministerio de Relaciones Exteriores -Asesoría Técnico-Jurídica- Dirección General de Asuntos Legales



Convención Interamericana sobre recepción de pruebas en el extranjero
* Recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias según los efectos provistos en la Convención.


El Salvador: Corte Suprema de Justicia

Guatemala: Corte Suprema de Justicia

México: Secretaría de Relaciones Exteriores

Uruguay: Ministerio de Educación y Cultura "Asesoría Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional"

Chile: Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores

Ecuador: Ministerio de Relaciones Exteriores -Asesoría Técnico-Jurídica- Dirección General de Asuntos Legales



Protocolo adicional a la Convención Interamericana sobre recepción de pruebas en el extranjero


* Recibir de la Autoridad Central de un Estado parte exhortos o cartas rogatorias y transmitirlos al órgano jurisdiccional competente para su diligenciamiento conforme a la ley interna que sea aplicable.

* Recibir del órgano u órganos jurisdiccionales que lo hayan diligenciado, el exhorto o carta rogatoria junto con los documentos pertinentes.

* Certificar el cumplimiento del exhorto o carta rogatoria a la Autoridad Central del Estado parte requirente, o los motivos que impidieron atender el exhorto o carta rogatoria.

* Enviar la correspondiente documentación a la requirente para que ésta la remita junto con el exhorto o carta rogatoria al órgano jurisdiccional que haya librado éste último.


Convención Interamericana sobre prueba e información acerca del derecho extranjero


* Recibir las consultas formuladas por las autoridades de su Estado y transmitirlas a la Autoridad Central del Estado requerido.

* Servir de intermediaria entre los Estados partes para responder las consultas realizadas entre ellos.

* Servir de intermediaria entre el Estado requirente y el Estado requerido cuando éstos se dirigen solicitudes.


Colombia: Ministerio de Relaciones Exteriores

España: Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia

Guatemala: Corte Suprema de Justicia

México: Secretaría de Relaciones Exteriores

Perú: Corte Suprema de Justicia

Uruguay: Ministerio de Educación y Cultura, Asesoría Central de Cooperación Jurídica Internacional.

Convención Interamericana sobre cumplimiento de medidas cautelares
* Recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias a los efectos previstos en la Convención.


Argentina: Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto

Uruguay: Ministerio de Educación y Cultura, Asesoría Central de Cooperación Jurídica Internacional

Convención Interamericana sobre restitución internacional de menores


* Encargarse del cumplimiento de las obligaciones que establece la Convención para los Estados parte.

* Colaborar con los actores del procedimiento y con las autoridades competentes de los respectivos Estados para obtener la localización y la restitución del menor.

* Llevar a cabo los arreglos que faciliten el rápido regreso y la recepción del menor, auxiliando a los interesados en la obtención de los documentos necesarios para el procedimiento previsto en la Convención.

* Cooperar con otras Autoridades Centrales e intercambiar información sobre el funcionamiento de la Convención con el fin de garantizar la restitución inmediata de los menores y de los otros objetivos de la Convención.

* Recibir solicitudes por parte de los titulares del procedimiento de restitución.

* Adoptar todas las medidas que sean adecuadas para la devolución voluntaria del menor.

* Requerir de las autoridades competentes de otros Estados parte la localización de menores que tengan la residencia habitual en el Estado de la autoridad solicitante y que presuntamente se encuentren de forma ilegal en el territorio del otro Estado.

* Adoptar de inmediato todas las medidas conducentes para asegurar la salud del menor y evitar su ocultamiento o traslado a otra jurisdicción si llegan a saber que en su jurisdicción se encuentra un menor ilegalmente y que está fuera de su residencia habitual.


Paraguay: Dirección General de Protección de Menores (Ministerio de Justicia y de Trabajo)

Venezuela: Ministerio de Relaciones Exteriores



Convención Interamericana sobre tráfico internacional de menores


* Servir de intermediaria entre los Estados parte para prestarse asistencia mutua para las diligencias judiciales y administrativas, la obtención de pruebas y demás actos procesales que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta Convención.

* Servir de intermediaria entre los Estados parte para el establecimiento de mecanismos de intercambio de información sobre legislación nacional, jurisprudencia, prácticas administrativas, estadísticas y modalidades que haya asumido el tráfico internacional de menores en los respectivos Estados.

* Servir de intermediaria entre los Estados parte en la solicitud de localización y de restitución, pudiendo acordar los procedimientos más expeditos para hacerla efectiva.

* Servir de intermediaria entre los Estados parte en la comunicación a las autoridades competentes del Estado de la anterior residencia habitual del menor, de medidas de protección y preventivas que adopten las autoridades competentes de un Estado parte cuando constaten en el territorio sometido a su jurisdicción la presencia de una víctima de tráfico internacional de menores y que sirvan para impedir el traslado indebido del menor a otro Estado.

* Intercambiar información y colaborar con sus autoridades competentes judiciales y administrativas en todo lo relativo al control de la salida y entrada de menores a su territorio.




Convención Interamericana sobre asistencia mutua en materia penal


* Enviar y recibir las solicitudes de asistencia.

* Comunicarse mutuamente en forma directa para todos los efectos de la presente Convención.

* Determinar que la solicitud contiene la información que justifica la medida propuesta.

* Comunicar a la Autoridad Central de otro Estado parte la información que posea sobre la existencia en el territorio de esta última de los ingresos, frutos o instrumentos de un delito.

* Conocer previamente del hecho de que las autoridades y las partes interesadas, o sus representantes, del Estado requirente estarán presentes y participarán en la ejecución de la solicitud de asistencia.

* Registrar por escrito el consentimiento de la persona a comparecer en el Estado requirente e informar con prontitud a la Autoridad Central del Estado requirente de dicho consentimiento.

* Acordar el momento de la devolución del detenido trasladado al Estado que lo envió.

* Recibir la notificación respecto del tránsito por su territorio de los detenidos.

* Dar su previo consentimiento para que el Estado requirente divulge o utilice información o pruebas obtenidas en aplicación de la presente Convención para propósitos diferentes a aquellos especificados en la solicitud de asistencia.

* Especificar las condiciones para conservar la confidencialidad de la información o pruebas suministradas, a solicitud del Estado requerido. Consultarse entre sí cuando la parte requirente no pueda cumplir con tal solicitud para determinar las condiciones de confidencialidad que mutuamente resulten convenientes.
Venezuela: Ministerio de Justicia.



Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero


* Realizar las funciones previstas en la Convención.

* Ser intermediaria en la gestión relativa a la solicitud de traslado.

* Convenir el lugar de la entrega de la persona sentenciada por el Estado sentenciador al Estado receptor.

* Ser intermediaria entre los Estados parte para que las autoridades del Estado sentenciador puedan solicitar informes sobre la situación en que se halle el cumplimiento de la condena de cualquier persona sentenciada trasladada al Estado receptor conforme a la presente Convención.
Canadá: Administración del Servicio Correccional y Transferencia Internacional del Canadá

Costa Rica: Dirección General de Adaptación Social del Ministerio Justicia y Gracia

México: Secretaría de Gobernación

Venezuela: Ministerio de Justicia

Convención Interamericana contra la Corrupción


* Formular y recibir las solicitudes de asistencia y cooperación a que se refiere la presente Convención.

* Comunicarse en forma directa para los efectos de la presente Convención.


Paraguay: Fiscalía General del Estado.

Ecuador: Procurador General del Estado.




CAPITULO QUINTO


OTRAS MODALIDADES DE COOPERACIÓN 


Además de la cooperación jurídica y judicial que se expresa en la discusión, elaboración y análisis de tratados interamericanos, hay otras modalidades de cooperación que podrían desarrollarse entre los países, tales como las siguientes:

1.-Intercambio de Información a través de Medios Automatizados de Información Jurídica

La revolución de la informática, más que una simple renovación de programas y  equipos de computación, ha impuesto una revisión integral de los sistemas de información que están al servicio y alcance de los países del Hemisferio. 


La utilización de medios automatizados en el desempeño de las labores jurídicas y judicial indudablemente redundaría en un incremento en la divulgación y conocimiento de los instrumentos jurídicos interamericanos y de la legislación interna de los países en temas de interés común.   Es de esperar que esta labor produzca un efecto multiplicador que despierte el interés de funcionarios públicos, profesores,  estudiantes y profesionales en general en el análisis y estudio de los temas jurídicos interamericanos, generando un incremento en la producción intelectual sobre estos temas.


Las nuevas tecnologías que están revolucionando el mundo de la información y computación plantean una gama de nuevas posibilidades de acción en el campo del conocimiento jurídico.  


Todo esto hace necesario que se avance en el perfeccionamiento y fortalecimiento de los medios tecnológicos que permiten el desarrollo e implementación de bases de datos en el área jurídica y judicial.


El fortalecimiento de los sistemas de información jurídica permiten poner al alcance tanto de los países del Hemisferio, como de magistrados, jueces, funcionarios públicos, académicos, estudiantes, politólogos, líderes políticos e inversionistas información exacta y completa sobre la totalidad de los instrumentos jurídicos interamericanos y materias o aspectos de interés general de la legislación interna de los países americanos.


El desarrollo de bases de datos con estas características son también el fundamento para emprender el desarrollo de análisis y estudios de derecho comparado.  Pudiendo incluir, entre otros aspectos, el análisis por áreas temáticas de los tratados interamericanos el cual puede ser un gran apoyo a los gobiernos en la formulación de nuevas leyes de conformidad con criterios regionales y de mayores grados de implementación común; así como en la labor de actualización que realicen de su legislación interna,  facilitando así  procesos de modernización legislativa interna que tomen en cuenta los acuerdos internacionales, regionales y subregionales en vigencia.  Incluyéndose además la divulgación de legislación modelo, encuentros, seminarios, talleres, intercambios de experiencias y estudios que se realicen los países en el campo de la cooperación jurídica y judicial.

2.-Elaboración de Leyes Tipo o Modelo


Otra de las áreas de cooperación que podrían desarrollarse en el Hemisferio se refiere al apoyo que puede brindarse a los países a fin de acrecentar la capacidad de los Gobiernos para enfrentar los distintos retos en materia jurídica y judicial, por medio de nuevos mecanismos legales que resulten pertinentes. 


La OEA, por medio de la Comisión Interamericana contra el Abuso de Drogas (CICAD) ha realizado con gran éxito la  preparación de leyes modelo en las materias de su competencia. Por ejemplo, esa Comisión ha desarrollado un modelo de reglamento que incluye varios aspectos relacionados con el problema del lavado de dinero y algunas consideraciones que deberán de tener en cuenta los Estados para fiscalizar el lavado de dinero en los diferentes niveles que se presenta.


Dichos reglamentos se refieren a temas muy variados tales como las definiciones, clase de delitos, competencia, decomiso de bienes, terceros de buena fe, destino de bienes, delitos cometidos en el extranjero, responsabilidades y funciones del sistema financiero, disponibilidad de registros, mecanismos administrativos, cooperación internacional, secreto bancario, etc.  Por la amplitud de las materias tratadas en dicho Reglamento, el mismo ha marcado una nueva etapa en el tema de la fiscalización del lavado dinero proveniente del tráfico de drogas.


Actividades con estas características podrían ser reforzadas y ampliadas a otros temas y materias jurídicas y judiciales de acuerdo con las experiencias y necesidades que manifiesten los países.

3.-Cooperación Horizontal e Intercambio de Experiencias


Una de las actividades relacionadas con la cooperación jurídica y judicial que sería conveniente impulsar se refiere a la definición de acciones que permitan a las autoridades con competencia en las materias jurídicas y judiciales un diálogo más fluido, con intercambio de experiencias y el desarrollo de actividades de cooperación horizontal para el perfeccionamiento del régimen y funcionamiento de sus instituciones democráticas.


Los Países de las Américas también podrían implementar mecanismos de cooperación en el desarrollo legislativo de instrumentos jurídicos internos, cuando los Gobiernos así lo soliciten.  En particular, en la medida en que avancen las negociaciones para la consolidación del libre comercio a nivel hemisférico será necesario que los países armonicen e integren su derecho interno en los temas en los que se perfile un consenso en ese proceso de diálogo y negociación.  


La revisión y armonización del derecho interno con los compromisos internacionales contraídos o su simple perfeccionamiento es una labor particularmente difícil para los países que tienen un menor grado de desarrollo económico y de trayectoria democrática.  


Esta labor de apoyo podría iniciarse mediante la preparación de antecedentes de derecho comparado y la elaboración de estudios y análisis sobre leyes, reglamentos y prácticas administrativas más exitosas en los distintos temas de la agenda jurídica interamericana relacionada con los temas judiciales y de administración de justicia.


La actividad anterior también podría complementarse con la promoción de cursos de capacitación y actualización jurídica de legisladores, abogados y funcionarios públicos sobre métodos modernos para el perfeccionamiento de legislación interna que se discuten en títulos subsiguientes.

4.-Apoyo a Programas de Investigación Aplicada

Otra de las actividades de apoyo que sería conveniente impulsar, en coordinación con universidades y centros de estudio, sería un programa de apoyo a investigaciones aplicadas en los temas de interés para el desenvolvimiento de la agenda jurídica interamericana.


Estas investigaciones permitirán, después de identificar una área de interés común en materia judicial o de administración de justicia que amerite ser analizada, estudiar además de sus aspectos conceptuales, doctrinales y pragmáticos, sus dimensiones jurídicas e institucionales, en varios países o regiones geográficas.


A partir de estas investigaciones, con la participación de funcionarios relacionados con la administración de la justicia y expertos de alto nivel, podrían organizarse talleres, seminarios o conferencias en donde se difundan, conozcan y discutan las recomendaciones y conclusiones a las que lleguen los expertos o consultores en estas investigaciones.   


Así, podría impulsarse un diálogo interamericano que permita, con intervención de dichos funcionarios y expertos, discutir, proponer, recomendar e implementar acciones de cooperación común que contribuyan a superar los retos que en el campo jurídico y judicial enfrentan los países.


Como puede observarse el objetivo de esta actividad iría más allá de desarrollar análisis y estudios de carácter conceptual.  Su fin último sería provocar un intercambio de ideas y experiencias.  A partir de éstas, sugerir y realizar acciones de cooperación que coadyuvarían a superar el problema tratado y dar un seguimiento a las medidas o acciones que en este contexto decidan implementar los países.


Los estudios, talleres, seminarios y conferencias que podrían realizarse, así como los documentos, recomendaciones y acciones que podrían derivarse de estas actividades podrían también ser respaldados por el empleo de medios modernos que propicien su divulgación.

5.-Apoyo a Programas de Capacitación

El mayor acercamiento y comprensión entre los pueblos de las Américas se ha realizado en parte gracias a los intercambios que quieran los participantes en un determinado ejercicio de capacitación y a la educación internacional.  


El intercambio de ideas y de experiencias entre expertos, funcionarios públicos, estudiantes y académicos de diferentes partes del continente no solo es una forma de adquirir conocimientos más profundos sobre la realidad hemisférica, sino también una manera de promover el desarrollo y un mejor entendimiento entre los pueblos de las Américas.  Esta es una de las razones por las que el impulso de programas de capacitación podría incluirse como uno de las proyectos que en plano de la cooperación jurídica y judicial, a corto y mediano plazo, sería conveniente llevar a cabo y fortalecer.


Dentro de las actividades que podría abarcar esta modalidad puede incluirse programas de capacitación y actualización del conocimiento jurídico de jueces, juristas y funcionarios públicos encargados de la administración de la justicia de la región a través del apoyo a cursos, seminarios y encuentros que podrían organizarse en colaboración con instituciones internacionales y nacionales, profesionales y académicas, quienes se verán enfrentados, cada vez más, a la necesidad de aplicar normas interamericanas en su ejercicio profesional.  


Los avances que gradualmente se realicen en la implementación de este tipo de proyectos, permitirán además fortalecer  institucionalmente las facultades de derecho, los estudios de posgrado de nuestras universidades y en general los centros nacionales y regionales de capacitación especializada.


También podría impulsarse, en los cursos sobre temas jurídicos de nuestras universidades, la enseñanza de los temas de interés jurídico interamericano. Especialmente a través de los programas de posgrado y de las escuelas judiciales podrían promoverse estudios sobre distintos aspectos de interés común para los Países, particularmente de aquellos relacionados con la administración y fortalecimiento de la justicia.


Adicionalmente, cabría promover un proyecto de pasantías dirigido a jueces, funcionarios públicos, abogados y profesores universitarios que se interesen en profundizar estudios,  especialmente relacionados con la administración y perfeccionamiento de la justicia.  En definitiva, los programas de pasantías ofrecen una gran oportunidad para realizar intercambios entre jueces y funcionarios públicos de los distintos países del Hemisferio.  

6.-Publicaciones y Difusión Jurídica

La acción solidaria en el campo del derecho es crucial en la delineación de principios jurídicos básicos y en la búsqueda de soluciones jurídicas viables en el cambiante contexto internacional.  El derecho para ser aplicado debe ser conocido y comprendido.


Por ello, sería conveniente avanzar en la divulgación y en la publicación del quehacer científico interamericano, creando foros permanentes, abierto a las contribuciones doctrinarias en torno a las actividades jurídicas interamericanas y impulsando y fortaleciendo medios de difusión de las actividades que en el campo judicial y de la administración de la justicia promuevan los Estados.  En esta labor también debe utilizarse nuevas alternativas tecnológicas de difusión, en particular, INTERNET y cintas de audio y video.


CAPITULO SEXTO


CONCLUSIONES

A lo largo de este trabajo, hemos visto brevemente algunos de los instrumentos jurídicos de cooperación judicial que han sido desarrollados en el marco de la Organización de los Estados Americanos. Estas convenciones cubren distintas áreas en las que se hace necesaria una continua cooperación entre los Estados: relaciones de familia, situación de menores, colaboración en materia penal, relaciones contractuales, civiles y comerciales, ejecución de sentencias extranjeras, para sólo citar algunos campos en los que siempre se requerirá una estrecha cooperación entre los Estados. Pero ellos no agotan lo hecho ni en ellos terminan las posibilidades de acciones futuras. Es más, a medida que se van incrementando las relaciones jurídicas entre nuestros países, estas normas requieren de una renovada atención, una permanente evaluación de sus logros y sus carencias, asi como del estudio y preparación de nuevas disposiciones. Habrá que continuar fortaleciendo los instrumentos bilaterales y subregionales en los ámbitos que los Estados estimen más apropiados y será necesario ir adecuando el marco jurídico hemisférico a las nuevas realidades.


El impulso que ha adquirido el proceso de integración regional requiere repensar los instrumentos jurídicos que apoyen, en el plano de la cooperación judicial, su mejor puesta en marcha con el fin de asegurar, para todos los actores de estos procesos, una justicia que dé todas las seguridades a las nuevas relaciones jurídicas que se desarrollan. El mayor intercambio comercial y la creciente circulación de personas, bienes y servicios exigen una creciente colaboración entre los jueces nacionales de los distintos países por donde transitan y ello, a su vez, reclama normas nacionales e internacionales apropiadas, medios eficientes que permitan su conocimiento y correcta aplicación y confianza entre quienes deberán cooperar para dotar a estas relaciones de la mayor seguridad para las partes involucradas en dichas transacciones.


El fortalecimiento del sistema democrático necesita de una administración de justicia que asegure el respeto de los derechos de los individuos, que permita el acceso de todos los ciudadanos a las distintas vías de solución de conflictos, que logre dirimir estas diferencias en forma oportuna y que esté preparada para enfrentar los nuevos retos que impone un continente cada vez más interrelacionado. Estos nuevos retos no son sólo aquellos que surgen de la integración económica y social de nuestros países y de los beneficios que ella conlleva para nuestros habitantes, nuestra producción y nuestro desarrollo económico, social, cultural y tecnológico. Son también los retos que plantean a nuestras sociedades las nuevas formas de delincuencia, que desbordan los marcos de nuestras fronteras, como el narcotráfico, el lavado de dinero, el terrorismo, la corrupción, el tráfico ilícito de armas de fuego, que, también, reclaman una respuesta tanto nacional como regional.


Es a la luz de estos desafíos inmediatos que enfrentamos y teniendo en cuenta la experiencia jurídica y en materia de cooperación judicial con que contamos en el hemisferio que se hace urgente evaluar el estado actual del sistema jurídico interamericano a fin de que, como lo hiciera en el pasado, pueda dar nuevas respuestas tanto en lo que tiene que ver con la creación de nuevas normas como con respecto al perfeccionamiento o a la mejor aplicación de las ya existentes.


_____


La Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno celebrada en Miami, en diciembre de 1994, señaló un importante rol a ser desempeñado por la OEA para el cumplimiento de los objetivos allí propuestos y, en particular, en su Plan de Acción, se le señalaron distintas iniciativas en las que esta Organización debería tener un papel primordial.  


En el marco de la OEA se han dado pasos significativos en el cumplimiento de estas iniciativas. Limitándonos exclusivamente al campo jurídico, baste con recordar que en marzo de 1996, los Estados americanos adoptaron, en Caracas, la Convención Interamericana contra la Corrupción, en cuya preparación trabajaron el Consejo Permanente, el Comité Jurídico Interamericano y la Secretaría General. Esta convención, la primera que se adopta para luchar contra este flagelo, ya está en vigor para numerosos Estados americanos. La Asamblea General adoptó, en su último período ordinario de sesiones, un Plan de Acción con el fin de dar seguimiento a la aplicación de este tratado. También los Estados americanos, en el marco de una Conferencia especializada de la OEA, acordaron, en abril de 1996, en Lima, una Declaración y un Plan de Acción para Prevenir, Combatir y Eliminar el Terrorismo. Otro tanto puede decirse de los trabajos desarrollados en el marco de la Comisión Interarericana Contra el Abuso de Drogas (CICAD) que, en ese mismo año 1996 aprobó en Buenos Aires, y firmó en Montevideo, la Estrategia Antidrogas del Hemisferio. Son destacables, asimismo, los estudios realizados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y por el Consejo Permanente tendientes a fortalecer los mecanismos de promoción y protección de los derechos humanos en el hemisferio. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por su parte, ya ha sometido a consideración del Consejo Permanente y éste último al Comité Jurídico Interamericano un proyecto de declaración sobre los derechos de los pueblos indígenas el que será considerado por la Asamblea General en su próximo período ordinario de sesiones. El Consejo Permanente está considerando, con el asesoramiento del Comité Jurídico Interamericano, un proyecto de convención interamericana sobre los derechos de las personas discapacitadas. En estos momentos, la OEA está próxima a concluir los trabajos preparatorios de una nueva convención tendiente a eliminar en nuestra región un factor determinante de la inseguridad a la que están sometidos sus habitantes. Una próxima Asamblea General extraordinaria adoptará antes de fin de este año la Convención Interamericana contra la Producción y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros materiales relacionados.


Como se ha señalado en diversos foros continentales, la OEA es la organización que, por sus objetivos, por su integración, por su representación política y técnica y por sus funciones, ha sido y es el centro productor de normas jurídicas interamericanas y, en particular, de los instrumentos jurídicos interamericanos en el campo de la cooperación jurídica y judicial. De su propia Carta emanan mandatos y una estructura orgánica que aseguran la participación política y técnica representativa de todos los Estados del hemisferio y, por lo tanto, de los distintos sistemas jurídicos que en él conviven. Pero estos instrumentos de poco sirven si no son conocidos, ni ratificados, ni aplicados por quienes son sus destinatarios. Esto exige renovados esfuerzos de la comunidad interamericana a los cuales la OEA está en condiciones de realizar fecundos aportes. 


Ello ha sido reafirmado recientemente por los distintos órganos de la OEA. La Asamblea General ha dado particular relevancia al fortalecimiento del Derecho Internacional en el Hemisferio y al perfeccionamiento de la Administración de Justicia. En Panamá (1996), la Asamblea General adoptó la "Declaración sobre la Contribución Interamericana al Desarrollo y Codificación del Derecho Interamericano" que, en uno de sus párrafos indica "su más firme compromiso de continuar impulsando el desarrollo progresivo y la codificación del derecho internacional en el marco de la Organización de los Estados Americanos como medio idóneo para afianzar las relaciones de paz y solidaridad entre los Estados americanos, con pleno respeto a su soberanía y al principio de no intervención".  Ya anteriormente, la Asamblea General había resaltado el rol de la Organización en lo relativo al perfeccionamiento de la Administración de Justicia y propuesto nuevas actividades de difusión del patrimonio jurídico interamericano asi como de apoyo a las instituciones nacionales. Finalmente, en Lima (1997), la Asamblea General resolvió "destacar la importancia de realizar una reunión de Ministros de Justicia, o de Ministros o Procuradores Generales con competencia en el tema, a los efectos de considerar aspectos tendientes a una mejor cooperación judicial y jurídica en las Américas". A este mandato, el Consejo Permanente dio pronta respuesta y la más alta prioridad convocando dicha reunión para el mes de diciembre de ese mismo año, en la ciudad de Buenos Aires. Si bien han sido muy fructíferos los diversos encuentros de Ministros de Justicia que se vienen realizando en marcos subregionales o regionales (como por ejemplo en el caso de los países miembros del Mercosur o a nivel iberoamericano), esta reunión abarcará, por primera vez, a los Ministros de América del Norte, América Central, América del Sur y el Caribe.


Por su parte, tanto el Consejo Permanente como la Secretaría General y el Comité Jurídico Interamericano han venido actuando en todos estos planos. Estos órganos han cumplido un rol fundamental en la preparación de normas interamericanas y han venido realizando actividades de difusión y capacitación (estudios, cursos, seminarios, publicaciones). El Consejo Permanente,  a través de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, ha impulsado encuentros con la participación de jueces y defensores públicos para analizar mejores vías para la cooperación y conocimiento mutuo; el Comité Jurídico Interamericano ha realizado diversos estudios tendientes a asegurar la mayor independencia de magistrados y abogados en el ejercicio de sus funciones; la Secretaría General, a partir del informe presentado por el Secretario General sobre "El Derecho en un Nuevo Orden Interamericano", ha reorganizado sus servicios a fin de dar un mejor soporte técnico a las actividades de preparación de nuevas normas interamericanas y de difusión del acervo jurídico interamericano. 


La OEA también ha sido sede, y ha dado apoyo técnico, a numerosas reuniones de expertos gubernamentales que han hecho un aporte sustantivo al debate de las normas en preparación y han sido la oportunidad para fortalecer el conocimiento mutuo entre quienes luego tendrán, en sus respectivos países, las mayores responsabilidades en la aplicación de dichos instrumentos jurídicos. Le ha cabido a la Secretaría General servir de "memoria" de los antecedentes de estas negociaciones y la responsabilidad por la publicación de los resultados y documentos de las reuniones que culminaron en la adopción de nuevos instrumentos jurídicos.


La Secretaría General, depositaria de estos instrumentos interamericanos, ha iniciado las acciones necesarias a fin de impulsar el mayor acceso a dichas normas, facilitando asi su conocimiento por parte de quienes tienen, en última instancia, la responsabilidad de su aplicación. Es la Secretaría General, también, la que lleva el registro de las Autoridades Centrales, entidades de extrema utilidad para facilitar la cooperación jurídica y judicial entre nuestros Estados. 


_____


Se hace necesario entonces:


a) evaluar el estado actual de las normas interamericanas en materia de cooperación jurídica y judicial, a fin de determinar si ellas se adaptan a las nuevas realidades que enfrentra nuestro continente;


b) fortalecer los medios para el conocimiento y la difusión de las normas vigentes y, si fuere del caso, promover la ratificación de dichas normas por parte de aquellos Estados que aún no lo hayan hecho;


c) realizar estudios que permitan lograr la mejor aplicación de las normas vigentes a fin de cooperar con los Estados que requieran asistencia técnica en materia de capacitación de jueces, abogados y profesionales universitarios;


d) proponer, si se estimase necesario, nuevas normas tendientes a fortalecer la cooperación jurídica y judicial en los desarrollos emergentes de las actuales formas de relacionamiento económico y comercial entre los Estados del hemisferio;


e) considerar la conveniencia de adoptar otros medios de cooperación judicial para enfrentar las recientes modalidades de delincuencia transnacional;


f) brindar el apoyo que sea solicitado por parte de los Estados miembros con el propósito de colaborar en la modernización de sus normas nacionales y de sus instituciones de administración de justicia.


h) establecer mecanismos permanentes que faciliten el encuentro de autoridades y expertos y aseguren la continuidad de sus trabajos asi como el seguimiento de sus propuestas.


Para ello la OEA ya cuenta con instancias políticas y técnicas capaces de preparar nuevas normas, asistir a los Estados que lo requieran, realizar los estudios necesarios, difundir la normativa interamericana, organizar actividades de enseñanza y capacitación en el campo jurídico, y de servir como soporte técnico y administrativo de encuentros de autoridades y expertos. En dichas instancias convergen todos los países del Hemisferio y los distintos sistemas jurídicos que en él coexisten.  Estas son actividades que ya se vienen realizando por el Consejo Permanente, el Comité Jurídico Interamericano y la Secretaría General, pero que deberán ser intensificadas. Estas instancias aseguran, a su vez, la participación de todos los Estados miembros de la Organización, siendo éste el único foro en que están representados todos los países del hemisferio y los distintos sistemas jurídicos que lo integran.


En el campo de la cooperación jurídica y judicial, la Reunión de Ministros de Justicia a realizarse en Buenos Aires (diciembre, 1997) podrá proponer a la Organización el cumplimiento de estas tareas, fijándole objetivos precisos y actividades o acciones específicas de cooperación. Asi, por ejemplo, podrían señalarse áreas que ameritan una mayor prioridad en la preparación de nuevas normas, podrían indicarse materias en las que debe darse particular atención en la capacitación de profesionales y jueces, o podrían proponerse encuentros de funcionarios de las Autoridades Centrales. Asimismo, la Organización está en condiciones de asegurar no sólo el seguimiento de lo resuelto en esta Reunión sino, también, de servir de soporte técnico en la preparación de futuras Reuniones de Ministros de Justicia. De esta forma se establecería una modalidad que permitiese que dichas reuniones se celebrasen en forma periódica, asegurándose la continuidad entre cada una de ellas. Ello le daría al hemisferio un foro permanente para el diálogo, intercambio de experiencias, evaluación y presentación de nuevas necesidades en los campos que, como la administración de justicia y la cooperación judicial, exigen una creciente y continua atención. 
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